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l. INTRODUCCION 
Con el presente trabajo no se pretende agotar el tema de la problemática que en 
los momentos actuales suscita la empresa agraria. Tal pretensión sería utópica, 
habida cuenta la magnitud de cuestiones y la disparidad de implicaciones que 
lleva consigo. Se pretende, por el contrario, patentizar la dificultad existente en 
nuestro Derecho para llegar a un concepto unívoco desde el punto de vista 
jurídico-económico de lo que es la empresa agraria, al mismo tiempo que se 
intenta poner de relieve los aspectos más problemáticos de la cuestión a 
examen. 
Los estudiosos de la empresa agraria vienen subrayando la necesidad de pro-
mulgar un Estatuto o Ley General de la Empresa Agraria, y es en este sentido en el 
que pretendemos orientarnos para remarcar algunos aspectos sobre los que debe 
incidir esa futura normación de la actividad agraria. 
Dada la brevedad del presente trabajo, hemos optado por diseñar el cuadro 
mediante pequeñas pinceladas que pongan de manifiesto las distintas cuestiones 
del tema, apuntando soluciones de legeferenda que deben ser leídas con espíritu 
crítico, en el designio de que toda idea resulta más racional cuanto más sedimen-
tada se encuentra. · 
La importancia actual y futura de la empresa agraria en nuestro país exige una 
preocupación constante por su evolución y vicisitudes para mantener viva la llama 
de la inquietud por su estudio. Esta puede ser la ratio última del presente 
trabajo. 
11. DELIMITACION DEL CONCEPTO DE EMPRESA AGRARIA 
Si en el. ámbito del Derecho en general no resulta pacífico el concepto de 
«empresa»·, no puede extrañarnos que en el caso particular del Derecho agrario 
las dificultades para conciliar posturas encontradas sobre la conceptuación de la 
empresa agraria sean mayores. El Derecho agrario, como disciplina reciente, 
topa con las dificultades lógicas de una decantación de su método, de sus fuentes y 
de su naturalezajurídica, lo que conlleva tengamos que movernos en un terreno 
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poco sedimentado, que trae como consecuencia una disparidad de criterios a la 
hora de elaborar un concepto doctrinal sobre el objeto fundamental del Derecho 
agrario, la empresa agraria 1• 
Aunque una delimitación dogmática escaparía a la idea básica que subyace en 
el presente trabajo, vamos, no obstante, a exponer de una manera sucinta las 
causas que, a nuestro juicio, dificultan una mayor concreción clarificadora del 
concepto de empresa agraria. Estas causas se alinearían con las siguientes 
ideas: 
1. ª El profesional del campo ha carecido siempre de una conciencia de 
empresario y, por ende, de una conciencia clara para organizar su 
explotación de acuerdo con criterios empresariales, o, lo que es lo 
mismo, para considerar la explotación como una organización eco-
nómica que se dedica a producir, consumir y cambiar bienes y servicios. 
En el curso de la historia, la tarea agraria nace como una forma 
productiva ligada a la familia, al clan o al señor feudal; la finalidad de la 
producción es fundamentalmente el autoconsumo, nunca la comercia-
lización de los productos. Es en una etapa más moderna cuando se inicia 
una fase comercializadora que, en cierta medida, va a despertar la 
conciencia del empresario como titular de la explotación. Sin embargo, 
esta forma de proceder es todavía minotiraria y limitada2. 
2.ª La existencia de gran variedad de empresarios agropecuarios y la 
disparidad de sistemas de explotación de la tierra. No puede escapársenos 
la idea de que la empresa agraria es excesivamente pluriforme. Junto al 
pequeño agricultor, cultivador de su minifundio y enclavado en una 
explotación familiar, pero sin criterios modernos en la explotación. 
A esta variedad de empresas, por su tamaño, se une la disparidad de 
sistemas de explotación de la tierra: propietarios, arrendatarios, usufruc-
tuarios, censatarios, aparceros, etc.3, que lleva consigo una mayor 
dificultad para establecer nítidas diferencias entre capital y trabajo, 
como sucede en otros tipos de actividades empresariales4. 
En suma, a cada tipo de agricultura corresponde una diferente 
1 Cfr.: BALLARIN MARCIAL, A., Estudios de Derecho Agmrio y Política Agmn'a, Madrid, 1975, 
pp. 447 y ss.; DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, J. L., En tomo al régimenjurídico de la explo-
tación agrícola, en R. D. P., nov. 1974, pp. 873 y ss.; SANZ JARQUE, J. J., Derecho Agrario, 
Madrid, 1975, pp. 353 y ss.; SOLDE VILLA VILLAR, A., La Empresa Agraria (su regulaciónju1i-
dicaÍ' Valladolid, 1982, pp. 5 3 y ss. 
MALEF AKIS, E., Reforma agraria y revolución campesina en la Espwia del siglo XX, Ed. 
Ariel, Barcelona, 1972, 2.• ed., pp. 53 y ss. 
3 Véase SANZ JARQUE, J. J., op. cit., pp. 144 y ss. 
4 Cfr.: RODRIGUEZ ALCAIDE, J. J., Economía de la empresa agraria, Madrid, 1969, 
p. 6. 
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especie de empresa, con sus diferentes características empresariales y 
enmarcada bajo distintas políticas agrícolas de tipo global5• 
3.a No existen criterios claros para diferenciar cuándo un agricultor es un 
mero explotador de la tierra y cuándo su actividad trasciende al ámbito 
empresarial con una dimensión mercantil. Esta dificultad viene acentuada 
por la secular exclusión del agricultor del campo de la actividad 
mercantil o empresarial6• 
4.a La empresa agraria está o puede estar condicionada por una actividad 
cíclica o temporal, motivada por la rotación de cultivos que provoca la 
inevitable pérdida de la estabilidad productiva, característica de cualquier 
empresa de otra índole 7 • Esta nota se acentúa más en lo que se refiere al 
factor humano. La contr~tación temporal de asalariados dificulta contar 
con una mano de obra ligada a la explotación que sirva para tomar 
conciencia de su integración en una unidad productiva. Las consecuencias 
son claras: falta de una auténtica representatividad de trabajadores que 
imposibilita su participación en la toma de decisiones importantes de la 
empresas. 
5. ª La empresa agraria ha sido hasta ahora fundamentalmente estática. En 
el caso de la explotación agrícola ha de hacerse notar que tanto más se 
acercará a una organización económica cuanto más importancia dentro 
de ella tengan las funciones de cada hombre, y menos la persona en quien 
recae esta funcionalidad, de suerte que el estatismo de la empresa agraria 
bien pudiera obedecer a la importancia preponderante de la persona 
sobre su función, circunstancia que dificulta el cambio como solución a 
dicho estatismo8. Este estatismo viene apoyado en una actitud conser-
vadora del hombre propietario de tierras, que siempre ha pensado más en 
su conservación que en una explotación racional, protegido casi siempre 
por unas leyes inspiradas más en el derecho de propiedad que en la 
función social de ese derecho 10• 
5 BICANIC, R,Agn'cultureetde «politicalscientist»,enJour Agrarians Atfaires, 1967, 5,páginas 157-
182. 
6 J?ueden verse los interesantes trabajos sobre el tema de: WAY, R.,A Geography of Spain and 
Portugal, London, 1982, pp. 254 y ss.; ZORRILLA, A., Introducción a la economía agrícola espa-
ñola en relación con la empresa, Madrid, 1960, pp. 14 y ss., entre otros. 
7 Todo ello, claro está, si nos referimos a criterios tradicionales de explotación, no si atendemos a 
nuevos criterios de cultivos hidropónicos, etc.; Cf.: SOLDEVILLA, op. cit., p. 27. 
8 Viredi MALEFAKIS, E., op. cit., pp. 55 y ss. 
9 RODRIGUEZ ALCAIDE, J. J., Economía de la Empresa Agraria, Madrid, 1969, 
página 6. 
rn , En España no se inicia una política político-jurídica tendente a propiciar una reforma agraria y 
mejora de las estructuras agrarias hasta el S. xvm, que culmina en el XIX con las leyes desamortizado 
ras, de nefastas consecuencias, desde entonces, pasando incluso por el período de la segunda Repu-
blica, hasta llegar a la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario de 12 enero de 1973, y Ley de Fincas 
manifiestamente mejorables, de 16 de noviembre de 1979, poco práctico se ha conseguido. Puede 
verse: MALEFAKIS, op. cit., pp. 25 y ss. 
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Estas ínsitas dificultades nos obligan a planteamos el problema previo de si 
debemos partir de una noción de empresa agraria o si, por el contrario, debemos 
soslayar su concepto, habida cuenta. la disparidad de criterios 11 dentro del marco 
jurídico en el que se desenvuelve la explotación agraria, haciendo alusión 
exclusivamente a su contenido económico-jurídico y hablar de actividad agraria12. 
Por nuestra parte, somos más proclives a partir de un concepto amplio de 
empresa agraria, aunque para ello tengamos que modificar un tanto la realidad 
jurídico-económica de este tipo de empresas, para de este modo decantar su status 
jurídico: porque no podremos tener claro un concepto de empresa; pero, en todo 
caso, se impondrá siempre la necesidad de buscar una normación adecuada a la 
actividad agraria 13 • 
En este orden de ideas llegaríamos a partir de la empresa agraria concebida 
como «La organización de trabajo y medios para la explotación racional de la tie-
rra y la comercialización de sus productos». 
La empresa agraria nace, pues, cuando da vida a un sistema de organización 
capaz de desarrollar racional y eficazmente las funciones económicas que le son 
propias, y este nacimiento ha sido coincidente con un proceso de avance tecnoló-
gico y de especialización de papeles y misiones14 • 
En cualquier caso, a medida que la participación del sector agrícola sea relati-
vamente más baja en la actividad global del país 15 , y a medida que la dependencia 
de este sector de la industria y servicios se haga más patente, las empresas agrarias 
evolucionarán hacia fines cada vez más avanzados de empresas mercantiles e 
industriales16, tomando conciencia de la organización económica y social que 
representan, en la que deben primar no solamente fos criterios de explotación de la 
tierra, sino los criterios de producción racional y comercialización de sus bienes 
y servicios. Todo ello, en consonancia con una visión distinta del titular de la 
explotación, que deberá concebir su actividad como una más de las muchas que 
existen en el orden económico, y en todo abocada a un desenvolvimiento más efec-
tivo en el mercado. 
Sólo cuando se tenga conciencia de esta finalidad, la empresa agraria habrá 
11 Cfr.: SANZ JARQUE, op. cit., pp. 355 y ss. 
12 CARROZA, A.: La nozione di agrieta: F ondamento ed estensione, en Ponencia presentada 
a las Jornadas !talo-Españolas de Derecho Agrario, Salamanca-Valladolid, del 5 al 9 de noviem-
bre de 1972. 
13 DE LOS MOZOS hace alusión al desprestigio de la idea de empresa agraria, por lo que la 
construcción del Derecho agrario gira en la actualidad en tomo al criterio de actividad agraria, Cf. su 
obra Propiedad, herencia y división en la explotación agraria .. ., Madrid, 1977, p. 13. Por su parte, 
A. SALDEVILLA busca nuevos criterios para construir una teoría propia de la empresa agraria, 
siempre desde ópticas jurídicas, puede verse en La empresa agraria, cit. pp. 84 y ss. En cualquier caso, 
desde nuestra perspectiva, el vocablo «empresa» es imprescindible para una configuración económica-
juridica. 
14 RODRIGUEZ ALCAIDE, op. cit., p. 12. 
15 Cfr. SANZ JARQUE, op. cit., p. 301. 
16 RODRIGUEZ ALCAIDE, en op. cit., p. 12. 
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alcanzado su entidad económica con un concepto unívoco, y en la que ha de primar 
su dimensión de explotación racional de la tierra ligada a objetivos comerciales. 
III. PROBLEMATICA ACTUAL DE LA EMPRESA AGRARIA 
1. Diversidad tipológica 
Es notorio que en el ámbito de la empresa agraria existe una disparidad tipoló-
gica 17 que influye necesariamente en el régimen de explotación, y que cada uno de 
estos variados tipos conlleva una serie de problemas ligados íntimamente a su 
estructura productiva. 
A) Empresa individual: 
Desde la óptica jurídica, la empresa individual agraria tiene una naturaleza 
civil18 que escapa en su regulación a las normas mercantiles. Dentro de esta 
empresa individual, la explotación, a su vez, puede tenerse en régimen de propie-
dad o en otros conceptos. 
a) Propiedad: El empresario ejercita plenamente el derecho real de propie-
dad sobre la tierra que explota. Por la extensión de la tierra puede distin-
guirse en minifundio y latifundio. En el sistema minifundista el propietario 
cultiva la tierra sin conciencia clara de ejercer una actividad productiva, 
sino como modus vivendi. Es un agricultor más que un empresario. La 
función de comercialización se efectúa normalmente a través de coopera-
tivas del campo. Existe una falta de incidencia racional en el mercado al 
depender de los intermediarios. 
El latifundio no se identifica ni siquiera con la explotación agraria. La 
finalidad -salvo contadas excepciones- es mantener la finca sin una 
idea clara de organización racional de la producción y con una infravalo-
ración de los recursos. Hoy día predominan las empresas agrarias organi-
zadas sobre latifundios inexplorados, atribuidas a la cría y al disfrute 
señorial de toros y caballos I 9. 
b) A titulo individual: Su principal problema radica en una falta de estabili-
dad en la actividad productiva. Se encamina la explotación a obtener con 
un mínimo de inversiones el máximo de beneficio. Es un sistema que por 
transitoriedad aleja al cultivador de todos los ideales de empresa. La pro-
17 Cfr. AMAT ESCANDELL, Derecho Agrario, Valencia, 1966, pp. 140 y ss.; La noción 
jurídica de la empresa agraria, en RE.A.S., 1966, núm. 57, pp. 68 y ss.; BALLARIN, op. cit., 
pp. 293 y ss.; SANZ JARQUE,op. cit, pp. 129 y ss.; SOLDEVILLA Y VILLAR,op. cit., pp. 145 y 
siguientes; V ATTIER FUENSALIDA, C., Concepto y tipos de Empresa Agraria en el Derecho 
Especial, León, 1978, pp. 130 y ss. 
18 Videri BROSETA PONT, M., Manual de Derecho Mercantil, Madrid, 5.• edición, 1983, 
pp. 71-72. 
19 BALLARIN ,op. cit., p. 866. 
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ductividad no se orienta a la búsqueda de inversiones reformadas del 
cultivo2º. 
B) Empresas dependientes de personas jurídicas: 
Solamente las explotaciones agrarias cuyos titulares sean sociedades anóni-
mas o de responsabilidad limitada tendrán la consideración de empresas men::an-
tiles. También existen múltiples formas, sean de naturaleza pública, privada 
o mixta. 
a) Públicas: A pesar de haber existido una tradición planificadora en el ante-
rior régimen, no existe un concepto de empresa pública agraria; existen 
solamente tierras públicas21 . Las tierras comunales o los montes vecina-
les no son ejemplos que puedan ilustrarnos sobre sistemas racionales de 
explotación con criterios empresariales o competitivos. Se ha perdido una 
gran oportunidad de ensayar formas productivas sobre empresas públi-
cas, instrumentando las oportunas instituciones para llegar allí donde la 
iniciativa privada no puede llegar22. 
b) Privadas: Las empresas de índole social privado (sociedades civiles, mer-
cantiles, cooperativas, comunidades, sociedades agrarias de transforma-
ción, etc. )23 , tampoco han servido para fomentar una idea de empresa 
agrícola movida por la renovación, la capitalización del campo o la bús-
queda de nuevas vías radionalizadoras de la producción. Aunque existen 
sociedades anónimas, explotadoras de tierras en régimen de cultivo inten-
sivo, que apuntan hacia esa idea, quizá por su forma mercantil de constitu-
ción y su sometimiento a su ordenamiento jurídico favorece o coadyuva al 
designio de buscar mayor productividad con nuevos métodos. Sólo en ese 
camino la empresa agraria puede salir de su situación actual. 
2º La Ley de Arrendamientos Rústicos, de 31 de diciembre de 1980, regula el régimen de 
mejoras desde la perspectiva del equilibrio y compensación de gastos, sin ofrecer una serie de ventajas 
a Ja inquietud productiva del arrendatario o aparcero. Pueden verse los arts. 57 y ss. y 116 y ss. de 
referida Ley. Sobre la profesionalidad en la agricultura según la nueva Ley de Arrendamientos 
rústicos, consúltese: GIL ROBLES y GIL DELGADO, J. M., Comentarios prácticos a la Ley de 
Arrendamientos Rústicos, Ed. Cívitas, Madrd, 1981, pp. 67 y ss. 
21 BALLARlN, op. cit., p. 849. 22 La Ley de Arrendamientos Rústicos, en su art. 32, trata el problema de los arrendamientos 
colectivos, en tanto que la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario (LRDA), en sus arts. 241 y ss., 
aborda el tema de las expropiaciones de tierra por causa de interés social. 
23 Un buen modo de obtener, de modo colectivo, soluciones conjuntas a la necesidad de 
capitalizar el campo con el objeto de mejora colectiva de la explotación, puede ser a través de 
asociaciones temporales de empresas, que ofrece grandes beneficios fiscales, y cuyo régimen se 
contiene en la Ley 18/ 1982, de 26 de mayo, sobre régimen fiscal de agrupaciones y uniones temporales 
de Empresas y de las Sociedades de desarrollo industrial regional. 
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2. Estructuras obsoletas 
La ausencia de espíritu competitivo en la empresa agraria se traduce en la prác-
tica en la inadecuación del capital circulante o en la falta de renovación del mismo, 
por carencia de una política inversora a medio o largo plazo. 
La empresa agraria viene tradicionalmente careciendo de técnicos competen-
tes que desde un punto de vista económico programen un cuadro de inversiones a 
corto o largo plazo que permitan afrontar las nuevas demandas del mercado, evi-
tando todo proceso de reordenación o reconversión del sector. Una planificación 
de inversiones en el agro evitaría encontrarse con disposiciones de los diferentes 
gobiernos que supusieran un quebranto para los sectores afectados por la adop-
ción de medidas de política agraria que pudieran colisionar con la mentalidad con-
servadora carente de espíritu emprendedor24. 
La escasa industrialización del campo genera unos puestos de trabajo que no 
responden a una auténtica actividad productiva, y que normalmente debería 
haberse transvasado a otros sectores productivos de la economía. 
La falta de criterios racionales de productividad lleva a la existencia de exce-
dentes agrarios que pueden provocar la debacle de cualquier sector agrario. Es 
preciso modernizar las estructuras y planificar los cultivos, reordenándolos de 
cara a una próxima incorporación a la Comunidad Económica Europea. Este es el 
principal reto que debe superar el sector del agro. 
3. Financiación 
La escasa mentalidad empresarial impide a muchas pequeñas empresas ocu-
parse y preocuparse de las fuentes de financiación, ignorando la gran multitud de 
créditos oficiales y privilegiados que le podrían posibilitar acometer una renova-
ción de las estructuras productivas de la empresa tan necesaria en los tiempos 
que corren. 
La realización del esquema productivo precisa la financiación, y conocer-el 
plan de financiación es fundamental porque no basta saber que las inversiones y la 
producción son rentables, sino que se precisa saber si hay posibilidad o no de 
hacer aquellos propósitos viables25. 
Por desgracia muchas demandas de créditos oficiales se han dirigido a proyec-
tos especulativos, encaminados a traducirse en beneficios a corto plazo, sin 
empeño en crear estructuras sólidas al objeto de consolidar una situación para 
librar bienes al mercado. 
24 
.No cabe duda de que si el sector agrario no emprende la reordenación de sus cultivos, será el 
sector público el que tendrá que encarar, a través de sus disposiciones, esa reconversión, y 
disposiciones como el R.D. 275/1984, de 11 de enero, sobre reestructuración y reconversión del 
viñedo, harán su aparición, para todos aquellos sectores más necesitados de reordenación (tabaco, 
cítricos, etc.). 
25 Cfr. RODRIGUEZ ALCAIDE, op. cit., pp. 269 y ss. 
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En la mayoría de las empresas agrarias se echa en falta los pertinentes estudios 
comprensivos de los esquemas y fuentes de financiación. El crédito oficial se pre-
senta cada vez más atractivo y la mayoría de los titulares de las empresas carecen 
de unos criterios claros de cómo y cuándo deben acudir a la financiación externa 
de la empresa. Asimismo, tampoco se hacen previsiones sobre inversiones que 
permitan consolidar y hacer competitiva las estructuras de la explotación. 
4. Comercialización 
Toda empresa se mueve y opera en el mercado. En el ámbito agrario, al care-
cer las empresas de una dimensión estrictamente mercantil, el acercamiento al 
mercado está carente de agresividad. Puede decirse que las empresas agrarias son 
las que menos se ocupan de las técnicas de marketing. En su mayoría pequeñas u 
obsoletas se limitan a vender sus productos en una restringida demarcación terri-
torial. Hay que significar que la naturaleza perecedera de muchos productos ha 
impedido que se lleve a cabo una política agraria comercial, de ahí que se haya 
intentado buscar una tutela estatal para corregir el problema de los desequilibrios 
entre ofertas ydemanda26 • Sólo los sectores tradicionalmente exportadores, v. gr. 
cítricos, mantienen una postura agresiva y competitiva en el mercado exterior. 
En la comercialización de los productos agrarios en el interior se adolece, ade-
más, de otros defectos como es la microcomercialización, esto es, la existencia de 
multitud de pequeños locales de reventa que pueden incrementar el precio de 
venta sin beneficio para el productor. El comercio al por mayor carece de una 
especialización que lleva a los mismos resultados, cual es el encarecimiento de 
productos en una venta a pequeña escala27 . 
En definitiva, el empresario agrícola, al carecer de una visión global de mer-
cado, suele caer en manos de intermediarios que, por lo normal, pueden aprove-
charse de la indefensión del oferente28 . 
Tampoco se han promovido asociaciones profesionales con fines comerciali-
zadores, y las que han tenido a bien constituirse no han obtenido resultados bri-
llantes. El asociacionismo y la cooperación en este tema sería una de las mejores 
formas para procurar una solución a este problema. 
5. Fiscalidad 
No cabe duda que las rentas de las empresas agrarias sufren una gran discrimi-
nación. Por lo general, no se tiene en cuenta el carácter fluctuante de las mismas, 
26 Esta fue una de las finalidades pretendidas con la creación del FORP A por Ley de 28 de junio 
de 1968, o del Servicio Nacional del Trigo e instituciones similares, instituciones que están en franca 
desarmonía con una cada vez mayor liberalización de los mercados . 
27 Cfr. BALLARIN, op. cit., pp. 799 y ss. 
28 La incidencia comercial del sector agrario puede verse en: Economía Regional en 1980-82, 
publicada por el Consejo de Cámaras de Comercio del Centro de España, Madrid, 1983, pp. 31-48. 
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lo que origina que una empresa agraria con ciclos productivos variables debe tri-
butar más que otro tipo de empresas con ingresos más regulares, puesto que al tri-
butar en su mayoría los titulares como personas físicas, la progresividad del 
impuesto se ceba más en los años de grandes cosechas, sin que exista una compen-
sación con aquellos en que los ingresos son menos copiosos. 
6. Otras cuestiones 
La problemática de la empresa agraria podría extenderse a otros aspectos, 
tales como seguridad social, relaciones laborales, asociacionismo empresarial, 
etc., cuestiones todas que consideramos con entidad suficiente como para ser tra-
tadas de modo monográfico, y que no nos lo permite los límites que nos hemos tra-
zado en el presente trabajo, por lo que nos circunscribimos a su enunciación, para 
después volver sobre los mismos en el siguiente apartado29 . 
IV. FACTORES A TENER EN CUENTA EN UNA FUTURA 
REORDENACION DE LA EMPRESA AGRARIA 
La actividad agraria adolece de una adecuada regulación que de forma unita-
ria aborde los aspectos básicos de su ordenación. En los últimos años se observa 
una gran profusión de normas que sectorialmente intentan acometer la reforma de 
la dogmática agraria, pero que al carecer de una trabazón común pueden resultar 
inoperantes. La causa puede deberse a la falta de autonomía del Derecho agrario, 
que debe instrumentarse cada vez más como una disciplina independiente, así 
como a las ínsitas implicaciones netamente económicas de la empresa agraria. A 
este respecto hay que significar que cada vez con más insistencia se aboga por una 
ley general de la actividad agraria30, o lo que es igual, por un Estatuto de la 
Empresa o de la Actividad Agraria, que sería lo mismo, ya que en cuestiones lega-
les lo que importa es el concepto y lo secundario es la terminología. Este Estatuto 
de la Empresa Agraria debería delinear las normas básicas sobre las que han de 
girar las distintas normas que, en ejercicio de sus competencias reconocidas por 
los Estatutos de autonomías, pueden dictar las diferentes comunidades autónomas. 
Varios son, a nuestro juicio, los temas que ese futuro Estatuto debería regular a 
fin de que sus normas sirvieran para galvanizar el desarrollo que llevasen a efecto 
los parlamentos autónomos. A guisa de ejemplo podríamos relacionar los 
siguientes: 
1. Ordenación racional de la propiedad rústica: 
La reforma agraria debe acometerse con vocación política, pero con criterios 
técnicos. Estamos lejos ya de aquellas utópicas reformas que se fijaban exclusiva-
29 Sobre estos temas pueden verse: BALLARIN,op. cit., pp. 321 y ss.; SANZ JARQUE, J. J., 
Derfho Agrario, cit., pp. 589 y ss.; SOLDEVILLA, op. cit., pp. 303 y ss., entre otros. 
·o Cfr. SOLDEVILLA, op. cit., pp. 315 y ss. 
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mente en el factor de la tenencia de la tierra. La vieja noción de la reforma agraria 
debe ser sustituida por la reforma de la empresa agraria, de una parte, y por la 
reforma de la agricultura, por otra 32• El tema, tanto desde el punto de vista técnico 
como desde el punto de vista político, está suficientemente tratado, y soy de la opi-
nión de que sobran conceptos suficientes para encarar esta nueva ordenación, 
existiendo en los momentos presentes una gran preocupación por el tema, tanto a 
nivel político como a nivel universitario33 • 
En cualquier caso, somo de la opinión que sería preciso mantener unos crite-
rios semejantes a la hora de afrontar esa tarea tan necesaria. No es bueno que las 
Comunidades Autónomas inicien esa andadura sin que existan unas normas bási-
cas inspiradas por el Estado que marcasen la pauta a seguir por las diferentes 
regiones españolas. Se cumpliría así el mandato constitucional 34, y se podría 
obteneruna cierta uniformidad en todo el territorio del Estado que en modo alguno 
sería óbice para que cada parlamento autónomo pudiera desarrollar las mismas en 
consonancia con sus peculiaridades y con sus específicos problemas. La cuestión 
toma mayor relieve si tenemos en cuenta nuestra futura integración en la Comuni-
dad Económica Europea35 . Una reordenación del campo pasa por un estudio a 
nivel global de nuestra política agraria. No deberían iniciarse actuaciones aisladas 
que originasen intentos fragmentados perdiendo la orientación general de nuestra 
agricultura. No debe olvidarse que la negociación con la C.E.E. va a ser unitaria, 
no por regiones. De ahí que un estudio general del tema podría servir para instru-
mentar una política agraria nacional, que diese a la reforma una visión más general 
del tema, alejada de localismos inconsecuentes, que sólo restaría eficacia a la 
labor. 
En el tema de la ordenación racional de la propiedad rústica no debe pasarse 
por alto la necesidad de la efectiva exigencia de una actividad productiva al titular 
de la tierra36 . En este tema las Comunidades Autónomas deberían aumentar sus 
32 .• BALLARIN, op. cit., p. 885. 
33 A este respecto son de tener en cuenta las recientes «Jornadas sobre la Tierra», organizadas 
en Andalucía por el Ayuntamiento de Jerez (23-25 de febrero de 1984 ), y las Jornadas por Reforma 
Agraria, organizadas por la Escuela U. de EE. Empresariales de Cáceres (C.E.I.), marzo 1984. 
34 El art. 148, 7.º, de la Constitución considera competencias a asumir por las Comunidades 
Autónomas: la agricultura y ganadería, de acuerdo con ordenación general de la economía. Para 
Extremadura, su Estatuto (L.O. 1/1983, de 25 de febrero, en su art. 7, se establece que: «Corresponde 
a la C.A. la competencia exclusiva de las siguientes materias ... 6) Agricultura, ganadería e industrias 
agroalimentarias, de acuerdo con la ordenación general de la economía.» El R.D. 3539/81, de 29 de 
diciembre, transfiere competencias en materia de agricultura a la Junta.de Extremadur!l. 
35 Para la problemática extremeña, puede verse BASELGA GARCIA-ESCUDERO, E., La 
integración en el Mercado Común y el sector agrario de Extremadura en desarrollo, en Estudios 
Jurídicos y Económicos de Extremadura, Universidad de Extremadura, 1983, pp. 405 y ss.; RUIZ 
MACIAS, P .,La política socio-estructural agraria en la C.E.E. y su aplicación en Extremadura, en 
Estudios Económicos, cit., pp. 303 y ss. • 
36 En nuestro ordenamiento jurídico, la Ley de fincas manifiestamente mejorables;de 16 de 
noviembre de 1979, con ligeros retoques y complementos, podría ser un instrumento adecuado a la 
necesidad, siempre que acometiese la promulgación de un Estatuto de la Empresa Agraria, que 
sentase las bases normativas inspiradoras de una efectiva reordenación de Ja. agricultura. 
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competencias porque no cabe duda de que la inmediatez con las explotaciones 
permitiría conocer más de cerca el problema, todo ello sin perder de vista la óptica 
del interés general de nuestra economía. 
Sería igualmente necesaria una política de indivisibilidad de las unidades 
agrarias y, eventualmente de las explotaciones agrarias, que debe actuar en mate-
ria de división de cosa común y en ámbito de la partición de la herencia37 • 
2. Fomento del asociacionismo: 
La actividad agraria necesita proyectarse con más agresividad en el mercado. 
Es obvio que una actuación aislada presenta un grave hándicap para cumplir las 
exigencias de esa finalidad. En la actualidad el fenómeno asociativo viene repre-
sentado casi exclusivamente por la existencia de cooperativas del campo que tie-
nen una función y una actividad meramente comercializadora. El cooperativismo 
español está diseñado con un cierto carácter patemalista que limita la actividad 
autónoma de la cooperativa. Tampoco es bueno el excesivo rigor formalista de la 
legislación, y si a esto añadimos la falta de una formación importante enl<;>s agri-
cultores, tendremos que la proyección de cooperativas en nuestro país deja mucho 
que desear, por lo que sería conveniente una pronta reforma de la actual legisla-
ción que liberase los corsés normativos existentes en la actualidad38. 
La existencia en nuestro país de otro tipo de sociedades, tales como las agra-
rias de transformación, no responden a unos criterios modernos. La reciente legis-
lación 39 sobre esta materia no ha significado ningún beneficio en orden a procurar 
una reforma del marco regulador de las asociaciones agrarias, salvo el cambio de 
nominación y un mayor impulso democratizador en los órganos de gobierno de los 
antiguos Grupos Sindicales de Colonización, poco más se ha logrado. Se ha per-
dido, en síntesis, una oportunidad de crear una sociedad agraria más moderna y 
con unos fines más sociales. 
Debería también fomentarse la agrupación temporal de las empresas agrarias. 
La normativa existente en la actualidad4º no está pensando en este tipo de empre-
sas, y de cara a la comercialización de los productos, al ensayo de nuevas técnicas 
y a la reordenación del cultivo deberían incentivarse estas uniones o agrupaciones 
temporales, tanto desde el punto de vista fiscal como laboral. 
37 Cfr. DE LOS MOZOS Y DE LOS MOZOS, J. L., Propiedad, herencia y división de la 
explotación agraria, cit., pp. 287 y ss. 
38 Existen normas aisladas de reciente promulgación que inciden en este sentido, como la O. de 8 
de septiembre'de 1983, sobre fomento del asociacionismo económico de la juventud campesina. 
39 .Las Sociedades Agrarias de Transformación (S.A. T.) se regulan por el R.D. núm. 1776/81, 
de 3 de agosto, desarrollado por la Orden Ministerial de 14 de septiembre de 1982, del Ministerio de 
Agricultura, Pesca y Alimentación («B.O.E.» de 9 de octubre de 1982). 
40 Sobre la concentración de empresas puede verse: el Real Decreto sobre Concentración e 
integración de empresas, de 24 de julio de 1981, y la Ley 18/1982, de 26 de mayo, sobre régimen fiscal 
de agrupaciones y uniones temporales de empresas. 
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3. Tecnificación e investigación: 
Las inversiones en el campo español han sido y siguen siendo insuficientes. Si 
queremos hacer más competitivos nuestros productos es necesario reformar las 
estructuras productivas. Todavía continuamos explotando nuestros campos con 
una tecnología anticuada, no se invierte con una preocupación financiera. En la 
mayoría de los casos la inversión tiende a la renovación de bienes de equilibr.io; sin 
embargo, hay poca preocupación por lograr una modernización de eµ;ipresa agra-
ria que permita la adquisición de nuevas tecnologías que contribuyan a disminuir 
los costes u ofrecer alternativas de producción. 
Y si no existe una inversión direccionada en los sentidos que acabamos de sig-
nificar, menos aún puede hablarse de una inversión investigadora. El ensayo de 
nuevas técnicas de producción o de nuevos cultivos es prácticamente nulo. 
Para corregir esta carencia de actividades inversoras e investigadoras se debe-
ría potenciar a nivel estatal y de las Comunidades Autónomas proyecto subvencio-
nados encaminados a buscar nuevas técnicas que contribuyeran a modernizar 
nuestra actividad productiva en materia agraria41. La Universidad tampoco debe-
ría estar ajena a esta labor de investigación42 , máxime en una etapa en la que 
después de la promulgación de la Ley de Reforma Universitaria, se tiende a conce-
der autonomía a las mismas, todo ello bajo la inspiración de los respectivos gobier-
nos autónomos. En lo que afecta a Extremadura, la investigación debería 
encaminarse hacia la transformación de materias agrarias o, lo que es lo mismo, 
sobre las industrias agroalimentarias43 . 
4. Correcta canalización del crédito agrario: 
Las entidades financieras oficiales agrarias deben jugar un rol más importante 
en la modernización de la empresa agraria. A este respecto sería conveniente que 
el Banco de Crédito Agrícola continuase su actividad descentralizadora, proyec-
tándose más en las Comunidades Autónomas, y una de estas posibilidiades le ven-
dría ofrecidas por la actividad de las Cajas de Ahorros y Rurales, que tienen una 
mayor implantación en el medio agrario. 
Los recursos del campo deberían estar al servicio del campo, a la vez que se 
procuraría nuevas vías de canalización del ahorro hacia la actividad agraria. 
Podrían crearse nuevas fórmulas de pagarés o cédulas agrarias que incentivaran el 
ahorro en el medio rural, pero siempre contando con la contrapartida de que esos 
ahorros volverían al campo; de este modo los medios rurales, que son los más 
deprimidos, no perderían sus recursos en la financiación de obras o infraestructu-
41 El Real Decreto 3460/1982, de 28 de diciembre, transfiere a la Comunidad Autónoma de 
Extremadura las funciones y servicios en materia de investigación agraria. 
42 Cfr. SANZ JARQUE, op. cit., pp. 640 y ss. 43 Puede consultarse: BALLARIN, op. cit., pp. 907 y ss. 
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ras de las zonas más desarrolladas. A este respecto también debería modificarse la 
política de coeficientes de inversión obligatoria de las Cajas de Ahorros, ya que el 
único efecto que en la actualidad están consiguiendo es la financiación de inver-
siones en las regiones más ricas, a costa de las más depauperadas44• 
Se impone, asimismo, una mayor selección y control del crédito público agra-
rio. Deben financiarse nuevas ideas. Deben crearse empresas mixtas que sirvan 
de motor para motivar a las demás empresas, con el consiguiente beneficio para el 
sector, que vería impulsada su competencia, lo que originaría la creación de 
empresas más tecnificadas y con nuevos aires de modernidad. 
Tampoco debería olvidarse la necesidad de promover Institutos de Créditos 
Regionales que promovieran la inversión regional, procurando una mayor activi-
dad inversora en el sector o sectores más productivos de cada región. Serviría tam-
bién esta institución como control y acicate del crédito oficial. 
5. Asesoramiento técnico y financiero: 
Los entes autonómicos pueden desarrollar una gran labor comunitaria pres-
tando un asesoramiento técnico y financiero a las empresas45 • No podemos dejar 
escapar esta oportunidad que la descentralización del Estado de las Autonomías 
nos ofrece para acometer esa tarea. A este respecto sería muy conveniente que se 
incrementaran los institutos de investigaciones agrarias, potenciando los ya exis-
tentes e instrumentando los medios necesarios para que su función fuera esencial-
mente social46 • 
Teniendo en cuenta la escasa formación de la mayoría de los empresarios agrí-
colas y la escasez de recursos, no puede exigirseles a estas personas que lleven sus 
explotaciones con criterios avanzados o que apliquen planes financieros para sus 
empresas de óptimo diseño. Se impone, pues, un asesoramiento que supla esta 
falta de iniciativa propia en los pequeños empresarios, para que puedan indagar 
sobre el camino de la rentabilidad y de la renovación tecnológica a través de unas 
inversiones racionales y con futuro. Esta actividad y actitud contribuiría a cam-
biar la mentalidad tan conservadora, desde el punto de vista de la renovación de 
las estructuras, que en la actualidad padecen los titulares de explotaciones agra-
rias. Las actividades de asesoramiento, a través de cursillos, oficinas y funciona-
rios dedicados al tema, sería una de las mejores inversiones que podrían llevar a 
cabo los gobiernos autónomos. Un gabinete técnico, netamente descentralizado, 
44 No hall' faltado personas que se vienen planteando la necesidad de una reestructuración de la 
política actual de coeficientes de inversión obligatoria. En este sentido pueden verse las declaraciones 
de JOSE LUIS PEINADO, en «Perspectivas y Mercado», núm. 185, 6-12 de marzo de 1984, p. 52. 
45 En este sentido, algo se está haciendo últimamente a nivel legislativo, y como muestra 
tenemos la O.M. de 8 de septiembre de 1983, sobre mejora de la formación del personal y de la 
capacidad de gestión de determinadas Entidades asociativas del medio agrario. 
46 Sobre este tema puede verse: SANZ JARQUE, J. J., op. cit., pp. 640 y ss. 
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que realizara o subvencionara proyectos renovadores de las explotaciones agra-
rias constituirían un hito en el desarrollo de la empresa agraria. Si no se aportan 
este tipo de soluciones corremos el riesgo de mantener estructuras obsoletas 
carentes de renovación, que a la larga se hacen poco competitivas y contribuyen al 
hundimiento del sector. 
6. Política financiera y tributaria: 
La reforma de la empresa agraria necesita de incentivos. Solamente si conse-
guimos motivar a los titulares de las explotaciones agrícolas podremos recuperar 
el tiempo perdido. Estos incentivos podrían venir a través de exenciones o 
subvenciones. 
Desde el punto de vista tributario ya hemos comentado más arriba cómo las 
rentas provenientes del campo resultan en algunos aspectos discriminadas. Es 
necesario dar un trato justo y progresivo a esos ingresos para evitar descapitalizar 
toclavía más el agro español. Hay que tener en cuenta la constante fluctuación de 
las rentas de las empresas agrarias e instrumentar normas más acordes con esa 
naturaleza. Es decir, ante todo se impone un criterio de justicia tributaria, al objeto 
de tratar de modo análogo las distintas rentas provenientes de sectores menos 
estables desde el punto de vista tributario. 
A este criterio de justicia fiscal puede añadirse para completar el efecto una 
política de exenciones o bonificaciones fiscales para primar la inversión. Estas 
exenciones o bonificaciones deberían ser netamente por actividades agrarias con 
especial tratamiento frente a otro tipo de desgravaciones o exenciones. Con todo 
ello habríamos conseguido incentivar la reforma e incrementar las inversiones en 
el ámbito de la actividad agraria. 
Si a una política fiscal se acompaña una política de subvención de las inversio-
nes, se lógraría un incentivo mayor para obtener el fin deseado, que no es otro que 
las reformas de las estructuras agrarias. 
Dentro del capítulo de política financiera, podríamos incluir el tema de la sub-
vención al seguro agrario. Es obvio que las rentas de la tierra tienen un carácter 
muy fluctuante, en parte, derivado del problema de la climatología. Cada vez más 
se debe concienciar al titular de la explotación agropecuaria que una de las formas 
para evitar estas oscilaciones en sus rentas es acudir a una cobertura de riesgos. 
Ahora bien, esa cobertura de riesgos puede resultar antieconómica para el propio 
cultivador, por lo que se impone una vez más una actuación de la Administración 
tendente a subvencionar, de cualquier forma que se elija, el aseguramiento o 
cobertura de riesgos climatológicos u otros de las cosechas y demás activida-
des agrarias. 
La política financiera con la empresa agraria debería también extenderse a los 
costos de la Seguridad Social, disminuyendo los mismos, sobre todo en los traba-
jadores por cuenta ajena; de este modo conseguiríamos generar más puestos de 
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trabajo, mejorar formas de vida, crear más riqueza, con lo que conseguiríamos 
incrementar la renta nacional agraria47 . 
7. Política comercial: 
U na concepción más moderna de la empresa agraria significa que el titular de 
la explotación agraria debe preocuparse más de su mercado. Tradicionalmente 
puede haber parecido un contrasentido hablar de la organización de la agricultura 
para el mercado48 , en cuanto que actividades agrícolas y actividades mercantiles 
podrían parecer contrapuestas, pero hoy día la actividad agraria se configura 
como una empresa, y no cabe duda que toda empresa debe ocuparse del mercado, 
ya que la misma será tanto más productiva cuanto mejor sepa introducirse en el 
ámbito de los demandantes. 
Una política comercial de la empresa agraria debe empezar por preocuparse 
de las técnicas del marketing, no sólo en su aspecto publicitario, sino en todo aque-
llo que significa un estudio adecuado de las demandas de productos, procurando 
buscar un equilibrio con la introducción de productos más rentables o necesitados 
de salida. En esta promoción de productos puede jugar en gran papel la ayuda ins-
titucional a través de medios de comunicación, al objeto de evitar se produzcan 
excedentes que pudieran acarrear el hundimiento del sector, procurando llevar al 
consumidor hacia aquellos productos que por su carácter perecedero o de tempo-
radas necesiten una mayor promoción en el mercado. 
Las leyes de mercado llevan irremediablemente a un empeoramiento progre-
sivo y paulatino de las rentas agrarias, de ahí que tengamos que llegar a la conclu-
sión de que si se intenta mantener o elevar la renta de los agricultores debe 
intervenirse la agricultura49 • Por todo ello, la posibilidad de una caída de precios 
impone, además, por razones de justicia y utilidad pública, su sostenimiento y 
apoyo por instituciones públicas o por entidades interprofesionales que se finan-
cien parcial o totalmente con fondos públicos o con exacciones autoriza-
das50. 
El Estado o las Comunidas Autónomas deben normar la actividad comerciali-
zadora de los productos del agro, evitando se produzcan situaciones de desequili-
brio para una de las partes, que generalmente será la oferente de productos, así 
47 De esta forma se haría realidad la letra de algunos Estatutos de Autonomía, como el de 
Extremadura, que establece en su art. 2, letra d), como objetivo básico: «Adoptar las medidas que 
promuevan la inversión y fomentar el progreso económico y social de Extremadura proponiendo el 
pleno empleo yla especial garantía de puestos de trabajo para los jóvenes extremeños, la realización de 
una Reforma Agrária, entendida como la transformación, modernización y desarrollo de las estructuras 
agrarias; en cuanto elemento esencial para una política de desarrollo, fomento del empleo y corrección 
de los desequilibrios territoriales dentro de Extremadura.» 
48 Cfr. BALLARIN, op. cit., p. 793. 
49 TAMAMES, R., Sistema de apoyo a la agricultura, Instituto de Estudios de Desarrollo 
Económico, Madrid, 1970, p. 16. 
50 T AMAMES, R., op. cit., loe. cit. 
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como evitar una competencia ilícita en el mercado, sancionando, incluso desde el 
punto de vista penal, toda situación, actitud o acuerdo tendente a procurarse una 
situación de dominio, o de aquellas actitudes que atenten contra la lealtad en el trá-
fico económico, ya que en estos supuestos es obvio que está en juego el interés eco-
nómico y socia1s 1 • 
Hay que señalar que la mejor forma de defender el precio de los productos y 
obtener precios garantizados, no puede ser otra que la defensa corporativa o 
colectiva de las unidades de producción, esto es, de las empresas agrarias. 
Esta defensa institucional de una acción comercial adecuada no puede llevar-
nos a un excesivo proteccionismo que disminuya la capacidad competitiva de las 
empresas de este sector. Y todos estamos de acuerdo en que la competitividad 
agraria debe demostrarse sabiendo reordenar sus cultivos hacia actividades con 
demanda más elástica, que permita una modernización de los cultivos, para ofer-
tar alternativamente productos, y no incurrir en monocultivos o en la explotación 
de cultivos de los que el mercado esté totalmente saturado. 
No hay que olvidar que la acción comercializadora de nuestras empresas 
agrarias se lleva a cabo, en su mayor parte, a través de las cooperativas del cam-
po52, por lo que una acción de política agraria debería empezar por modificar la 
regulación legal de las cooperativas, haciéndola menos formalista y más ade-
cuada a sus destinatarios, todo ello con una política de asesoramiento comercial 
que ayude a las pequeñas y medianas empresas agrarias a conocer las técnicas de 
mercado para un mejor desenvolvimiento del sector. 
Todas estas iniciativas deben tener su máxima expresión en lo que concierne 
al comercio exterior. En nuestro tiempo, con un mercado interior saturado, no 
queda otra solución que la salida a la exportación; pero es evidente que hay que 
saber cómo y cuándo se debe exportar, y todo ello supone que exista una previa 
planificación53 . En este tema también topamos con el grave desequilibrio que 
existe. ~ntre las diversas regiones españolas. Mientras las más ricas han abierto 
cotas ae mercado en el exterior' las menos favorecidas inician tibios balbuceos por 
conseguir exportar sus productos, que algunas veces pueden tener una gran acep-
tación en el extranjero. 
La promoción exterior pasa también necesariamente por estar en todas y cada 
una de las asociaciones de ámbito internacional, para procurar una mayor pene-
tración en los mercados exteriores, no exclusivamente en base a la promoción, 
sino en el conocimiento de sus específicas demandas. 
51 La contratación de productos agrarios está regulada por la Ley 19 /82, de 26 de mayo, sobre 
contratación de productos agrarios, desarrollada por su Reglamento, aprobada por R.D. 2707 /1983, 
de 7 de septiembre. 52 Puede verse sobre el tema: CASTRO RODRIGUEZ, J., Las cooperativas del campo y el 
mercado de los productores agrarios, en «Rev. Estudios Agro-Sociales», núm. 44,junio-septiembre 
1963. 
53 Sobre Organizaciones Agrarias Internacionales puede verse: SANZ JARQUE, op. cit., 
páginas 686 y ss. 
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Digamos, finalmente, que una política comercial adecuada no debe olvidar 
todo lo concerniente a ayudas y créditos a la exportación. En una época en la. que 
el endeudamiento de todos los países es una constante, no cabe duda que la ayuda 
a las exportaciones deben ser prioritaria para los sectores en crisis, y no cabe duda 
que el sector agrario es un sector en crisis. 
8. Promoción de asociaciones de intereses profesionales: 
Es necesario dotar a las empresas agrarias de cauces representativos generali-
zados. El agricultor o empresario agrícola no debe vivir aislado; se impone cada 
día más conectar sus necesidades y afrontarlas de modo colectivo, cara a buscar 
una solución más rápida y fácii54 , y a tal fin será conveniente que las asociaciones 
empresariales agrarias, como las de otros sectores, se proyectaran no en una fun-
ción meramente reivindicativa, sino canalizadora de sus intereses e inquietudes, 
buscando soluciones de modo colectivo. 
V. CONCLUSION 
U na reforma de la empresa agraria pasa por una legislación específica de su 
actividad. Es preciso abordar de modo urgente la unificación de la normativa 
básica que regula la actividad agraria, desde la búsqueda de nuevas formas que sir-
van para incentivar y promover la reforma, en la consideración de que todo lo que 
se haga por esa actividad va a redundar en beneficio de la economía nacional y 
regional. Y esta tarea es más urgente y necesaria en las regiones cuya economía 
depende más del sector agropecuario. 
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